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En este caso la administración educativa alude a la conflictividad familiar que vive el menor, la cual 
repercute en su comportamiento. Estas circunstancias han sido tenidas en cuenta por el instituto en el 
que está matriculado velando por su interés superior al considerar que se encuentra en una situación 
de especial riesgo socio-educativo. Para ello, se le ha preservado, en lo posible, de los desencuentros 
entre ambos progenitores, se ha dado traslado de la situación del alumno tanto a los correspondentes 
servicios de la Delegación de Educación, como a los demás organismos que intervienen en el caso 
y se ha abierto un protocolo de maltrato (queja 23/0785).

2.1.3.2.4. Responsabilidad penal de menores

El artículo 45 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de 
los Menores, atribuye a las Comunidades Autónomas la ejecución de las medidas adoptadas por 
los Juzgados de Menores en sus sentencias firmes. En el caso de Andalucía, dicha competencia es 
ejercida por la Consejería de Justicia, Administración Local y Función Pública por mediación de su 
Dirección General de Justicia Juvenil y Cooperación. Dicha Dirección General, con la correspondiente 
dotación de medios a nivel provincial, gestiona la ejecución de las medidas impuestas a los menores 
y jóvenes responsables.

Coherentemente a su función institucional, esta Institución presta una especial atención a las cues-
tiones que afectan a las personas menores de edad que están sujetas al sistema penal especializado 
en el ámbito juvenil. Chicos y chicas que han sido encontrados responsables por las autoridades 
judiciales y que tienen asignadas determinadas medidas dictadas con un claro objetivo educativo, 
a la vez que implican la reprobación legal y social por los actos cometidos.

Podemos desglosar una doble orientación en las materias recibidas. De un lado, son frecuentes las 
quejas que se pueden englobar en los aspectos ligados a la ejecución de alguna de las medidas 
impuestas por los Juzgados de Menores, mostrando su disconformidad o bien relatando posibles 
deficiencias en la organización o funcionamiento de los centros en los que estos menores 
permanecen internados. Se trata de los Centros de Internamiento de Menores Infractores (CIMI) 
que están adscritos a la Dirección General competente de la Junta de Andalucía y que asumen la 
gestión de este servicio dirigido a cumplir con las previsiones fijadas por los tribunales de tratamiento 
y aplicación de las medidas correctivas y educativas que se han establecido en las respectivas reso-
luciones judiciales.

De otro lado, se suelen recibir quejas que expresan la discrepancia o disconformidad con las me-
didas adoptadas por los Juzgados a la hora de enjuiciar los hechos y las consecuencias deri-
vadas de la responsabilidad de las personas menores de edad infractoras. En estas ocasiones, 
acostumbramos a sugerir la intervención de profesionales de la abogacía para hacer valer los inte-
reses o derechos de estos chicos y chicas en las actuaciones judiciales en las que deben plantear las 
cuestiones discrepantes sometidas a los respectivos procesos de responsabilidad penal.

Además de lo anterior, procuramos explicar a los jóvenes afectados y sus familias que estas decisiones 
son propias de la función jurisdiccional exclusiva de los Juzgados de Menores, sin que esta Institución 
pueda supervisar o corregir tales decisiones adoptadas por estos Juzgados, en respeto de la inde-
pendencia de aquellos órganos integrantes del Poder Judicial que ejercen su labor jurisdiccional, tal 
como predica el artículo 117 de la Constitución.

El ejercicio de 2023 ha permitido continuar con nuestra labor de tutela y garantía de los derechos de 
las personas menores infractoras desde un enfoque específico analizando y atendiendo las queja 
individualmente recibidas y, a la vez, procurando abarcar un ámbito más general sobre el conjunto 
del Sistema de Justicia Juvenil.

Precisamente este enfoque global cuenta con sólidos antecedentes gracias al estudio realizado en 
2014 sobre estos CIMI, recorriendo todos estos recursos repartidos por toda Andalucía. El resultado 
fue la presentación ante el Parlamento de un Informe Especial que contenía una interesante relación 
de propuestas y medidas de mejora que fueron recibidas con un claro ánimo colaborador desde la 
administración responsable.

https://defensordelmenordeandalucia.es/sites/default/files/informe_atencion_a_menores_infractores_xs_0.pdf
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Nueve años después hemos considerado oportuno 
realizar un seguimiento de estas medidas aceptadas 
tras la presentación del Informe Especial a través de 
una serie de quejas de oficio dirigidas a comprobar los 
procesos de mejora que se anunciaron referidos a varios 
aspectos muy importantes: atención en salud mental 
(queja 23/5510), asistencia jurídica a los menores (Queja 
23/5511) o recursos adaptados de formación profesional 
(Queja 23/7752).

Por cuanto respecta a la atención a la salud mental, he-
mos solicitado a las Consejerías responsables en materia 
de Justicia y de Salud la puesta al día de los sistemas 
de atención ante las necesidades de estos jóvenes que 
presentan, en gran medida, carencias de salud mental 
en un amplio espectro, sobre todo por problemas de-
rivados de adicciones, incidentes de conducta o han 
desarrollado propiamente enfermedades mentales.

La asistencia jurídica a cargo de profesionales de la abo-
gacía ha sido motivo también de un completo análisis 
contando con la participación de todos los Colegios Pro-
fesionales en Andalucía. Hemos destacado variados as-
pectos que se hace necesario abordar de manera con-
junta y que merecen una actuación conveniada entre 
los agentes responsables de este esencial servicio de 
apoyo y garantía para los menores infractores.

Y, por otra parte, hemos querido indagar en el aprove-
chamiento durante estas estancias de los jóvenes para 
continuar con sus procesos educativos, muchos de ellos 
truncados, y enfocar sus trayectorias en los contenidos 
más adecuados a sus preferencias y capacidades. So-
bre todo, esta actividad formativa está especialmente 
orientada a la Formación Profesional, donde los CIMI 
disponen de recursos, profesorado y talleres idóneos 
para incorporar este horizonte para su educación y ca-
pacitación.

Confiamos que en próximas ediciones podamos concluir sendos expedientes de oficio a través de las 
aportaciones de las Consejerías responsables, de cuyos resultado daremos cumplida cuenta.

Como decíamos, más allá de estas actuaciones de oficio inspiradas en el Informe Especial de 2014, 
también continuamos atendiendo las cuestiones que se expresan en las quejas individuales que 
hacen mención al régimen interno de estos CIMI y afectan a las cuestiones más variadas de 
la vida cotidiana de estos centros. Son quejas variopintas, como pueden ser los permisos de visita 
o salida, convivencia entre iguales, trabajo de los técnicos que asisten a los internos, etc. Nuestro 
interlocutor principal es la Dirección General de Cooperación y Justicia Juvenil, si bien el origen de 
la información parte de los propios gestores de los CIMI que, en estos momentos, se encuentran en 
su totalidad concertados con entidades colaboradoras.

Por tanto la inmediatez y la accesibilidad a estos CIMI ocupa un lugar habitual en los trabajos de la 
Defensoría, desplegados también en colaboración con el Mecanismo Nacional de Prevención de 
la Tortura (MNPT). En concreto, este ejercicio hemos realizado una visita singular a los CIMI Sierra 
Morena y Medina Azahara en Córdoba, encauzada a través de la queja de oficio 23/2836.

Como decíamos, las cuestiones que se expresan en este tipo concreto de quejas hacen mención al 
régimen interno de estos CIMI y afectan a las cuestiones variadas de la vida cotidiana de estos centros. 
Son quejas que expresan una amplia casuística y que incluyen relatos de incidencias o, en ocasiones, 
conflictos de mayor trascendencia que resultan, por su propia naturaleza, difíciles de acreditar.
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https://defensordelmenordeandalucia.es/queremos-conocer-las-medidas-propuestas-en-salud-mental-para-la-atencion-de-menores-infractores
https://defensordelmenordeandalucia.es/preguntamos-sobre-la-asistencia-profesional-juridica-a-los-menores-infractores
https://defensordelmenordeandalucia.es/preguntamos-sobre-la-asistencia-profesional-juridica-a-los-menores-infractores
https://www.defensordelmenordeandalucia.es/queremos-conocer-las-actividades-de-formacion-ocupacional-en-los-centros-de-menores-infractores
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Podemos citar algunos ejemplos. Un interno del CIMI Medina Azahara discrepaba de la intervención 
recibida por parte del equipo de educadores. Pudimos conocer la posición de la dirección de centro y 
de las actividades y programas aplicados al menor sin que pudiéramos deducir un comportamiento 
inadecuado (queja 23/0320). Otras quejas afectan a la atención sanitaria que los internos demandan 
y cuya prestación se atiende a través de los recursos del sistema sanitario público, incluso, reforzado 
con otras prestaciones concertadas por los centros (quejas 23/0319, 23/1140 y 23/1241).

Con motivo de nuestras actuaciones podemos conocer los detalles de atención y seguimiento que 
recibían los internos desde los servicios de salud y solemos concluir que la asistencia sanitaria se 
facilita con normalidad, si bien sometida al lógico criterio de profesionales médicos que evalúan en 
cada caso el tratamiento oportuno aun a pesar de despertar opiniones contrarias de los pacientes. 
Del mismo modo, comprobamos que la interrelación de las necesidades de los internos de los CIMI 
con sus recursos sanitarios de zona se desenvuelven con normalidad.

Otros motivos de reclamación relatan problemas con permisos de salida denegados. Afortunada-
mente contamos con los informes que atendían motivadamente todos y cada uno de los aspectos 
recogidos en las quejas. Una vez que fueron analizados con detalle, pudimos concluir que no se 
apreciaba irregularidad en las actuaciones del centro (queja 23/6419 y 23/6538).

Ciertamente algunas quejas, las menos, expresan incidentes que resultan sumamente difíciles de 
adverar. Desde luego ofrecemos una actitud acogedora, promoviendo la investigación de la queja 
y trasladando los casos a las autoridades responsables para reclamar las informaciones necesarias 
desde los servicios técnicos de cada CIMI.

También se reciben quejas que relataban supuestos comportamientos de desatención o trato inco-
rrecto hacia los internos a cargo de determinados profesionales. En sendos casos los relatos apenas 
ofrecían referencias inconcretas e incluso expresadas por terceras personas ajenas a centro. Aunque 
la información solicitada suele ser aportada con diligencia y con detalle, en ocasiones carecemos de 
otras fuentes que ayuden a concretar o ratificar esas vías internas de información (queja 23/4329 y 
23/5700).

2.1.3.3. Actuaciones de oficio
Las quejas de oficio que se han iniciado en 2023 en materia de Infancia, Adolescencia y Juventud 
han sido las siguientes:

	▷ Queja 23/2831, ante los servicios de Asuntos Sociales del Ayuntamiento de Linares (Jaén), relativa 
a una denuncia anónima sobre la posible situación de riesgo de 3 hermanas de Linares.

	▷ Queja 23/3760, ante Delegación Territorial de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad en 
Sevilla, relativa a la alerta de la Inspección Educativa de las ideas suicidas de un alumno que llegó 
a estar tutelado por el Ente Público y que padece problemas de comportamiento.

	▷ Queja 23/3768, ante la Delegación Territorial de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad 
en Sevilla, la Dirección General de Asistencia Sanitaria y Resultados en Salud del Servicio Andaluz 
de Salud y el Ayuntamiento de Dos Hermanas (Sevilla) relativa a la situación de vulnerabilidad 
de una persona menor de edad autista severo de 13 años que no recibe suficiente ni adecuada 
atención socio sanitaria.

	▷ Queja 23/3893, ante el Ayuntamiento de Bollullos de la Mitación (Sevilla), relativa a la posible 
situación de maltrato que sufre un niño, de 9 años, por parte de su familia.

	▷ Queja 23/4988, ante el Área de Derechos Sociales de la Diputación Provincial de Málaga, relativa 
a la posible situación de absentismo de un menor de 7 años.

	▷ Queja 23/5510, ante la Dirección General de Justicia Juvenil y Cooperación y la Consejería de Salud 
y Consumo, relativa a las medidas propuestas sobre salud mental para menores infractores que 
cumplen medidas de internamiento en CIMI.

https://defensordelmenordeandalucia.es/queremos-conocer-la-intervencion-realizada-tras-la-alerta-por-un-menor-con-ideaciones-suicidas
https://defensordelmenordeandalucia.es/investigamos-la-atencion-socio-sanitaria-a-familia-con-autista-severo-de-13-anos
https://defensordelmenordeandalucia.es/queremos-conocer-las-medidas-propuestas-en-salud-mental-para-la-atencion-de-menores-infractores
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